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SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 10 de julio de 2017. 

La parte apelante compuesta por el Colegio Carmian Preschool & 

Elementary Private School y otros, solicita que revoquemos una 

sentencia en la que el Tribunal de Primera Instancia (TPI), Sala de 

Carolina, declaró CON LUGAR la demanda por daños y perjuicios en su 

contra. La sentencia apelada fue dictada el 6 de septiembre de 2016, 

notificada el 7 de septiembre de 2016. 

El 17 de marzo de 2017, los apelados, Omayra Figueroa y Rafael 

Laureano, por si y en representación de la menor N.L.F., presentaron 

su oposición al recurso. 

I 

Los hechos que anteceden a la presentación de este recurso son 

los siguientes. 

La parte apelada presentó una demanda contra la apelante por 

los daños y perjuicios ocasionados por la caída que sufrió su hija en las 

facilidades de Colegio Carmian Preschool & Elementary Private School. 
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Los demandantes alegaron que la menor cursaba el preescolar y otro 

compañero la empujó de lo alto de una chorrera. (Demanda, Anejo I, 

pág. 3). Los padres adujeron que, la menor tuvo que ser operada, 

porque sufrió una fractura en el codo de su brazo izquierdo. Estos 

atribuyeron el accidente a la negligencia de la apelante. Como 

consecuencia, solicitaron una indemnización de $200,000.00 para la 

menor y $75,000.00 para cada uno de los padres. 

El 6 de septiembre de 2016, el TPI dictó la sentencia apelada en 

la que declaró CON LUGAR la demanda. La sentencia incluye entre sus 

determinaciones de hechos las estipulaciones de las partes. Estas 

estipulaciones son las siguientes. Durante el año académico 2012-

2013, la menor estudiaba el preescolar en las facilidades de la apelante. 

El 3 de mayo de 2013, la menor compartía en la hora del almuerzo con 

sus compañeros de clase en las facilidades recreativas del colegio. 

Luego del accidente, la señora Arvelo colocó una bolsa de hielo en el 

codo izquierdo de la menor, porque estaba inflamado e informó a la 

madre que su hija se cayó de una chorrera. La madre la llevó al Hospital 

Universitario de Carolina, donde le informaron que tenía una fractura 

supracondilea significativa en el codo de su brazo izquierdo. La menor 

fue referida a Centro Médico, porque necesitaba una intervención 

quirúrgica urgente. El 4 de mayo de 2013 fue operada en el Hospital 

Pediátrico Universitario, donde le colocaron dos tornillos en el codo 

para mantener los huesos en su lugar. El 5 de mayo de 2013 fue dada 

de alta. El 3 de junio de 2013, le retiraron el vendaje inmovilizador del 

yeso y los tornillos. 

El TPI, además, determinó otros hechos que están basados en su 

apreciación a la prueba. Estos hechos son los siguientes. La menor NLF 

tenía cinco años al momento de los hechos. La apelante es una 

institución privada que ofrece y presta servicios educativos a nivel 

preescolar. El reglamento interno de la institución establece el 

compromiso de trabajar en grupos pequeños y bajo la supervisión 
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constante de la maestra. La Cooperativa de Seguros Múltiples es la 

aseguradora de la apelante. La señora Sandra L. Zabala es la dueña y 

directora del colegio demandado. La maestra de la menor era la señora 

Mariana Quiñones y la señora Kathiria Arvelo era la asistente de 

maestra. Determinaciones de hecho 1-7. 

Surge de la sentencia, que durante el mediodía del 3 de mayo de 

2013, la señora Arvelo estuvo a cargo de un grupo de niños entre los 

que se encontraba la menor NLF. Luego del almuerzo, los niños se 

fueron al área recreativa, donde había entre diez a catorce niños. La 

señora Arvelo atendía simultáneamente a los niños que estaban 

almorzando y los que jugaban en el área recreativa donde existen dos 

chorreras. La menor NLF jugaba en el área de las chorreras con otros 

niños de su edad. El TPI observó en fotos, que la parte más alta de las 

chorreras no sobrepasa los cuatro pies de altura y la parte más baja 

mide aproximadamente un pie. La menor NLF declaró que subió a la 

chorrera por la escalera. Cuando estaba a punto de tirarse, el menor 

JC le dio por el codo y ella cayó al piso de cemento. La menor cayó con 

su peso corporal sobre su brazo izquierdo. Su testimonio coincide con 

la información que recibió la madre luego de la caída. La menor NLF 

fue confrontada con su deposición, en la que admitió que declaró lo 

siguiente: “estábamos allí jugando y …solos...entonces estábamos 

todos juntos para tirarnos de la chorrera y él estaba hablando y yo le 

pasé por el lado para tirarme y cuando él se voltea para poder tirarse, 

me caigo por el otro lado”. Determinaciones de hecho 8-11. 

 El foro recurrido determinó que las señoras Zavala, Quiñones y 

Arvelo no presenciaron la caída. La primera reacción de la señora 

Quiñones fue llevar a la menor al salón y ponerla a dormir. Como la 

menor continúo quejándose, le puso hielo y verificó que el codo estaba 

inflamado. Se comunicó por teléfono con la madre y le informó lo 

ocurrido. Determinaciones de hecho 12-13. 
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Otros hechos determinados por el TPI son los siguientes. La 

señora Figueroa encontró a su hija con el brazo pegado al cuerpo, 

llorando y con el codo y el hombro hinchado. Del colegio la llevó al 

Hospital Universitario de Carolina, donde le sacaron placas, 

estabilizaron el brazo y le dieron Advil para el dolor. La menor fue 

referida al Hospital Pediátrico Universitario, debido a que necesitaba 

ser intervenida quirúrgicamente, porque tenía el codo del brazo 

izquierdo fracturado. La menor fue operada el 4 de mayo de 2013. 

Durante la intervención, le colocaron dos tornillos en el codo para 

mantener los huesos en su lugar. El 5 de mayo de 2013 fue dada de 

alta. Luego de varias semanas de operada, le quitaron el vendaje 

inmovilizador de yeso y los tornillos. Posterior a la intervención, 

continuó recibiendo tratamiento médico, sufriendo dolor ocasional y 

con problemas al realizar actividades que impliquen lanzamiento 

pesado, jalar, empujar o cargar objetos pesados con la extremidad 

superior izquierda durante unos cuantos años. La menor no podrá 

jugar deportes de contacto, tiene un 2% de incapacidad por vida y en 

el futuro puede desarrollar artritis traumática. Determinaciones de 

hecho 14-19. 

El TPI concluyó que la madre de la menor se sintió consternada, 

ansiosa, afligida, desesperada y depresiva como consecuencia del 

accidente de su hija. El foro apelado dio credibilidad al testimonio de la 

Psicóloga Clínica, Lilybeth González. Esta declaró que la señora 

Figueroa sufre un trastorno de ansiedad y tensión constante, cuando 

su hija está en áreas libres o juega con otros niños. Además, dijo que 

la madre se siente desesperada, si no tiene control de la situación y 

piensa constantemente que algo terrible le puede pasar a su hija. Según 

la testigo, la madre está frustrada, ante la incertidumbre de lo que 

acontecerá y tiene una preocupación constante por la recuperación 

física del brazo de la menor. Uno de sus mayores temores es que la 
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menor se lesione nuevamente. Determinaciones de hecho #20; 

Transcripción 26 de abril de 2016, pág. 26-33. 

La prueba presentada convenció al tribunal que el padre siente 

ansiedad, está alterado, inseguro y preocupado por el futuro de su hija, 

especialmente, cuando juega en lugares abiertos. Además, de que el 

accidente y sus secuelas han alterado la atmósfera y la rutina familiar 

de los demandantes, aumentado sus niveles de ansiedad y 

preocupación de que algo terrible pueda ocurrir. Determinaciones de 

hechos #22. 

El TPI resolvió que la parte apelante incumplió con la obligación 

de garantizar y salvaguardar el bienestar de la menor que tenían a su 

cargo, e incurrió en negligencia por omisión en su deber de supervisión. 

Según el TPI, los niños en el nivel primario de enseñanza, necesitan 

que las autoridades tomen las medidas cautelares preventivas y 

remediales necesarias para velar y proteger su salud y bienestar. Dicho 

foro concluyó que era previsible que alguno de los menores que jugaban 

en las chorreras, fuera empujado, se cayera y sufriera un golpe. 

Según el TPI, no existe evidencia de que la señora Arvelo tomara 

alguna acción afirmativa para que los niños no se apiñaran en la 

chorrera y para evitar que se tiraran a la vez. El foro apelado sostuvo 

que esa situación provocó que el menor JC tuviera contacto con la 

menor NLF y que ésta sufriera la caída. El foro recurrido atribuyó el 

accidente a la negligencia de los empleados de la apelante y la 

responsabilizó en un cien por ciento de los daños sufridos por la menor 

y sus padres. 

Luego de aquilatar la prueba concedió a la menor $40,000.00 por 

sus daños físicos y $10,000.00 por sufrimientos y angustias mentales. 

El tribunal adjudicó a la madre la cantidad de $20,000.00 y al padre 

$5,000.00. Además, ordenó a la apelante a pagar las costas e intereses 

legales. 
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La apelante presentó este recurso en el que hace los 

señalamientos de errores siguientes:  

ERRÓ EL TPI AL DECLARAR NO HA LUGAR LA MOCIÓN 
SOLICITANDO DETERMINACIONES ADICIONALES DE 
HECHOS QUE CONFIRMAN LA AUSENCIA DE 

RESPONSABILIDAD DE LA PARTE DEMANDANTE 
APELANTE. 
 

ERRÓ EL TPI AL DECLARAR NO HA LUGAR LA MOCIÓN 
DE RECONSIDERACIÓN PRESENTADA POR LA 

DEMANDADA, Y EN SU CONSECUENCIA DECLARAR CON 
LUGAR LA DEMANDA. 
 

ERRÓ EL TPI EN LA APRECIACIÓN DE LA PRUEBA. 
 

ERRÓ EL TPI RESPECTO A LA DETERMINACIÓN DE 
NEGLIGENCIA Y EL CRITERIO DE PREVISIBILIDAD Y 
RELACIÓN CAUSAL. 

 
II 

 

A 
 

Los tribunales apelativos actuamos esencialmente como foros 

revisores. Nuestra tarea principal es examinar como los tribunales 

inferiores aplican el derecho a los hechos particulares de cada caso. El 

Tribunal de Primera Instancia es el foro que desarrolla el expediente 

completo del caso y determina los hechos, a base de la prueba 

presentada. El ejercicio de nuestra función de aplicar y pautar el 

derecho requiere saber cuáles son los hechos y esa es tarea del Tribunal 

de Primera Instancia. Los tribunales apelativos no celebramos juicios 

plenarios, no presenciamos el testimonio oral de los testigos, no 

dirimimos credibilidad, ni hacemos determinaciones de hecho, ya que 

esa es la función del Tribunal de Primera Instancia. Dávila Nieves v. 

Meléndez Marín, 187 DPR 750, 770 (2013). 

Los foros apelativos aceptamos como correctas las 

determinaciones de hechos de los tribunales de instancia, al igual que 

su apreciación de los testigos y el valor probatorio de la prueba 

presentada en sala. Esta deferencia obedece a que las tareas de 

adjudicar credibilidad y determinar lo que realmente ocurrió, depende 

en gran medida de la exposición del juez o la jueza a la prueba 
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presentada. Los jueces de instancia son los que tienen la oportunidad 

de ver el comportamiento de los testigos mientras ofrecen su testimonio 

y escuchar su voz. Dávila Nieves v. Meléndez Marín, supra, pág. 771. 

No obstante, los tribunales apelativos podemos descartar las 

determinaciones de hecho del Tribunal de Primera Instancia, cuando el 

juzgador de los hechos actuó con pasión, prejuicio o parcialidad, o 

incurrió en error manifiesto. La deferencia al TPI cede, cuando nuestro 

análisis de la totalidad de la evidencia, nos convence que sus 

conclusiones confligen con el balance más racional, justiciero y jurídico 

de toda la prueba recibida. Id. 

B 

 Aquel que por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo 

culpa o por negligencia, está obligado a reparar el daño causado. 

Artículo 1802 del Código Civil, 31 LPRA sec. 5141. El Tribunal Supremo 

ha expresado en innumerables ocasiones que para que exista 

responsabilidad al amparo del artículo citado, es indispensable que 

ocurra una acción u omisión, un daño y la correspondiente relación 

causal entre el daño y la conducta culposa o negligente. La parte que 

solicita ser indemnizada está obligada a establecer, mediante 

preponderancia de la prueba, todos los elementos de la causa de acción 

por daños y perjuicios. Colón Chévere y otros v. Class Otero y otros, 

2016 TSPR 232, 196 DPR ____ (2016). 

La responsabilidad por negligencia está caracterizada por los 

elementos siguientes: a) la existencia de una obligación o al menos de 

un deber general reconocido por el derecho, de que los sujetos ajusten 

sus actos a un determinado tipo de conducta para proteger a los demás 

contra riesgos irrazonables, y b) que el agente del daño haya obrado sin 

ajustarse a semejante tipo de conducta. Colón Chévere y otros v. Class 

Otero y otros, supra. 

El factor de previsibilidad es parte fundamental de la 

responsabilidad por culpa o negligencia. El grado de previsibilidad en 
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cada caso varía, dependiendo de estándar de conducta aplicable. Un 

resultado razonablemente previsible, no se extiende a todo peligro 

imaginable que concebiblemente pueda amenazar la seguridad, sino 

aquel que llevaría a una persona prudente a anticiparlo. Colón Chévere 

y otros v. Class Otero y otros, supra. 

El actuar que da lugar a responsabilidad civil ha de ser ilícito, 

contrario a la ley, orden público o las buenas costumbres. Se actúa 

culposamente, cuando no se obra como una persona de diligencia 

normal u ordinaria, es decir, como un buen padre de familia, conforme 

a las circunstancias del caso. El factor determinante es como una 

persona de prudencia común u ordinaria se hubiese desenvuelto en 

una situación parecida. La culpa es la falta del debido cuidado que 

consiste en no anticipar y prever las consecuencias racionales de un 

acto o de la omisión de un acto, que una persona prudente habría de 

prever en las mismas circunstancias. Además, significa la omisión de 

la diligencia exigible, mediante cuyo empleo podría haberse evitado el 

resultado dañoso. López v. Porrata Doria, 169 DPR 135, 150-151 (2006). 

Nuestra jurisdicción ha adoptado la doctrina de causalidad 

adecuada, conforme a la cual la ocurrencia del daño era previsible 

dentro del curso normal de los acontecimientos. En otras palabras, 

causa es la condición que ordinariamente produce el daño, según la 

experiencia general. Colón Chévere y otros v. Class Otero y otros, supra. 

Para que ocurra negligencia como resultado de una omisión, es 

necesario que exista un deber de cuidado impuesto o reconocido por 

ley y que sea quebrantado. Significa que el alegado causante del daño 

no realizó un deber impuesto o reconocido por ley, con el grado de 

cuidado, diligencia, vigilancia y precaución de un hombre prudente y 

razonable y que las circunstancias exigen. La adjudicación de 

responsabilidad por omisión, requiere que analicemos si el alegado 

causante del daño tenía un deber jurídico de actuar. Este deber de 

cuidado incluye tanto la obligación de anticipar como la de evitar la 
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ocurrencia de daños cuya probabilidad es razonablemente previsible. 

No significa que el riesgo preciso o las consecuencias exactas 

arrastradas debieron ser previstas, ya que lo esencial es que se tenga 

el deber de prever en forma general consecuencias de determinada 

clase. Sin la existencia de este deber de cuidado mayor no puede 

responsabilizarse a una persona porque no haya realizado el acto de 

que se trate. Hernández Vélez v. Televicentro, 168 DPR 803, 812-814 

(2006). 

Por su parte, el Artículo 1803 del Código Civil, 31 LPRA sec. 5142, 

extiende el deber reparador a los actos y las omisiones de otras 

personas, por las que la ley exige que se debe responder. Este precepto 

impone responsabilidad por hechos ajenos que están motivados por 

diferentes tipos de relaciones, como las de un patrono respecto de sus 

empleados. El estatuto establece una presunción de culpa por parte de 

las personas allí designadas. No obstante, se admite la presentación de 

prueba en contrario para evitar la imposición de responsabilidad 

vicaria. La causa de acción instaurada por el Artículo 1803 consiste 

fundamentalmente en la culpa in vigilando o in eligiendo, atribuible a 

las personas designadas estatutariamente como responsables. Se 

establece una presunción de culpa que puede consistir en una falta de 

vigilancia o en una desacertada elección “culpa in eligiendo”. Se dice 

que es una responsabilidad fundada en la presunción “iuris tantum” 

de culpa propia, por falta de vigilancia o de cuidado en la elección de 

las personas. Maderas Tratadas v. Sun Alliance et al., 185 DPR 880, 

906-907 (2012). 

C 

El estándar de cuidado que se exige a los planteles escolares, 

aunque no es absoluto, es más riguroso. Los Códigos, la jurisprudencia 

y los autores proporcionan ciertas reglas razonables y útiles para la 

solución de estos casos. Sin embargo, este es un campo en el que el 

derecho no puede ser fijo y estático y en el que los tribunales tienen 
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que resolver caso a caso de acuerdo con sus circunstancias 

particulares. Las actividades realizadas en las escuelas son de 

naturaleza esencial, por lo que requieren un grado de protección y 

seguridad independiente del que puedan proveer las agencias de 

seguridad pública. La institución educativa responde, si incumple con 

ese deber, unido al hecho de que el daño sea previsible y que su 

incumplimiento sea la causa adecuada del daño. El grado de seguridad 

que viene obligada a ofrecer una institución educativa depende de su 

naturaleza, localización y de la manera en que funciona y ofrece sus 

servicios. Torres Arroyo v. DIP, 140 DPR 265, 272 (1996). 

D 

La tarea judicial de estimar y valorar los daños es difícil y 

angustiosa, debido a la ausencia de un sistema de computación que 

permita llegar a un resultado exacto con el cual todas las partes queden 

completamente satisfechas. Santiago Montañez v. Fresenius Medical, 

195 DPR 476, 490 (2016). La razonabilidad es el criterio rector al 

momento de determinar el resarcimiento debido. Meléndez Vega v. El 

Vocero de PR, 189 DPR 123, 210 (2013). 

Los tribunales apelativos no deben intervenir con la valorización 

de daños realizada por el foro primario, salvo que la cuantía concedida 

sea ridículamente baja o exageradamente alta. Esta norma responde a 

que la valorización de los daños está sujeta a un cierto grado de 

especulación, que conlleva elementos subjetivos, tales como la 

discreción y el sentido de justicia y conciencia humana del juzgador de 

los hechos. Además, de que es el foro primario el que tiene contacto 

directo con la prueba testifical presentada y por ende está en mejor 

posición de emitir un juicio sobre la valorización de los daños. Santiago 

Montañez v. Fresenius Medical, supra, págs. 490-491. 

Para determinar si las cuantías concedidas por el TPI son 

ridículamente bajas o exageradamente altas, debemos examinar la 

prueba que desfiló ante ese foro, conjuntamente con los daños que el 
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Tribunal Supremo ha concedido anteriormente en casos similares. Las 

indemnizaciones de casos anteriores son un punto de partida y 

referencia útil para evaluar las otorgadas por el foro primario. Además, 

cabe señalar que no existen dos casos idénticos, y que cada caso es 

distinguible de otro según sus propias circunstancias. Santiago 

Montañez v. Fresenius Medical, supra, pág. 491. 

En Rodríguez et al. v. Hospital et al., 186 DPR 889 (2012), el 

Tribunal Supremo utilizó el método adoptado en Herrera Rivera v. SLG 

Ramírez Vicens, 179 DPR 774 (2010), para actualizar las partidas 

previamente adjudicadas por dicho foro al valor presente. El ejercicio a 

realizarse es el siguiente: 

[…] utilizamos el cambio que ha tenido el poder adquisitivo 
del dólar a través del tiempo, que se basa en el índice de 

precios al consumidor, para obtener el ajuste por inflación, 
acorde con la recomendación del tratadista en ese 
momento. Amadeo Murga, op. cit., 1ra ed., págs. 91 y 100-

102. Luego, se hizo un ajuste adicional por el crecimiento 
en la economía ocurrido entre la sentencia que se utiliza 

como comparación y la fecha en que se dicta la sentencia 
en el caso que se evalúa en la actualidad. Íd., págs. 102-
105. 

 
El valor adquisitivo del dólar se deriva del índice de precios 

al consumidor. El Departamento del Trabajo y Recursos 
Humanos adoptó en el 2009 un nuevo índice de precios al 
consumidor, que utiliza como año base el 2006, y dejó 

atrás la versión anterior que utilizaba el 1984 como año 
base. Ese nuevo índice de precios se desarrolló en 

colaboración con el Negociado de Estadísticas del 
Departamento del Trabajo Federal. El libro de Amadeo 
Murga que utilizamos como referencia en Herrera, Rivera 
v. S.L.G. Ramírez-Vicéns, supra, se valía del índice de 
precios que usaba el 1984 como año base. 

 
El índice de precios al consumidor es la herramienta que 
utiliza el Departamento del Trabajo y Recursos Humanos 

para medir los cambios en el costo de vida en Puerto Rico. 
Surge de una serie de modelos estadísticos, entre los que 

se encuentra la canasta de artículos y servicios. Esta 
canasta resulta ser una descripción de los gastos usuales 
en los que incurre una familia típica en Puerto Rico en 

determinado momento, a los precios que los venden en los 
lugares en que usualmente los adquieren. También 
considera los ingresos. […]. Es decir, con el cambio en el 

año base se reconsideran los artículos que se incluyen en 
esa canasta de artículos y servicios, acorde con los cambios 

en el consumo de la población. Rodríguez et al. v. Hospital 
et al., 186 DPR, a las págs. 910-912. 
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En síntesis, para estar en posición de revisar las cuantías 

adjudicadas como compensación en daños, debemos, primeramente, 

identificar un precedente del Tribunal Supremo cuyos hechos sean 

similares a aquellos ante nuestra consideración. Identificado el 

precedente, corresponde actualizar la cuantía otorgada en ese 

entonces, mediante la utilización del índice del poder adquisitivo del 

dólar de ese año (i.e., cuantía del precedente multiplicada por el valor 

adquisitivo del dólar en el año en que se dictó). Así conseguimos lo que 

esa cuantía representa, tomando en consideración el ajuste por 

inflación. Rodríguez et al. v. Hospital et al., supra. 

En segundo lugar, la cuantía ajustada por inflación, deberá ser 

actualizada para llevarla al año en que se dictó la sentencia que se 

revisa. Ello se logra dividiendo el ajuste por inflación obtenido antes, 

entre el valor adquisitivo del dólar para la fecha en que se dictó la 

sentencia ante nuestra consideración. Rodríguez et al. v. Hospital et al., 

supra. 

El Tribunal Supremo resumió en Santiago Montañez, et al. v. 

Fresenius, supra, la doctrina adoptada en Herrera, Rivera v. S.L.G. 

Ramírez-Vicéns, supra, y utilizada en Rodríguez et al. v. Hospital et al., 

supra. Así reafirmó los postulados de estimación y valoración de daños 

establecidos en las opiniones citadas. Fue muy enfático en Santiago 

Montañez, et al. v. Fresenius Medical Care, et al., supra, en que esa 

decisión no altera lo previamente establecido en Rodríguez et al. v. 

Hospital et al., supra, sino que meramente la reafirma y acrisola. Según 

explicó: 

En lo que concierne a la metodología utilizada por el foro 

primario para establecer estas cuantías, el referido foro 
expresó haber efectuado un análisis de aquellos casos que 
más se asemejan al presente caso y haber aplicado los 

criterios establecidos en Herrera, Rivera v. SLG Ramírez 
Vicéns, supra, para la valorización de los daños. No 

obstante, llama nuestra atención que el foro primario no 
mencionó en su dictamen cuáles son los casos similares 
que utilizó como guía. Tampoco explicó cuál fue el cómputo 

que realizó para determinar las cuantías que concedió. 
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Ante ello, nos vemos obligados a advertir a los jueces y las 
juezas sobre la importancia de detallar en sus dictámenes 

los casos que se utilicen como referencia o punto de partida 
para la estimación y valoración de daños y el cómputo 

realizado para establecer las cuantías que se concedan. 
Este llamado a los jueces cobra importancia ante la 
necesidad imperante de instruir a las partes y a los 

miembros de la profesión jurídica en torno al método que 
se utiliza en ese difícil y angustioso proceso de estimar y 
valorar los daños. Además, habida cuenta de que esa tarea 

lleva consigo cierto grado de especulación, resulta forzoso 
explicar qué casos se utilizan como referencia y cómo se 

ajustan las cuantías concedidas en esos casos anteriores 
al caso que el tribunal tiene ante su consideración. 
Santiago Montañez, et al. v. Fresenius Medical Care, et al., 

a las págs. 492,493. 
 

Todo cuestionamiento relacionado con la estimación y valoración 

de daños que realice un tribunal de instancia tiene que estar basado 

en los principios fundamentales de la apreciación de la prueba y en el 

análisis metodológico establecido por el Tribunal Supremo de Puerto 

Rico. Sin embargo, como bien apunta el propio Tribunal Supremo, “con 

este ejercicio no pretendemos desarrollar una ciencia exacta pues, 

después de todo, lo que buscamos es un estimado, ya que no existe un 

sistema de computación con el que todas las partes queden 

satisfechas”. Rodríguez et al. v. Hospital et al., supra, págs. 916-917, 

citando de Herrera, Rivera v. S.L.G. Ramírez-Vicéns, supra, pág. 784. 

Por último, resulta de suma importancia destacar que quien 

solicita modificar la cuantía concedida tiene el peso de la prueba. 

Meléndez Vega v. El Vocero de PR, supra, pág. 203; Rivera Rodríguez v. 

Tiendas Pitusa, Inc., 148 DPR 695, 700 (1999). La parte que solicita la 

modificación de la indemnización concedida por el foro de instancia 

deberá demostrar que en efecto existen circunstancias que así lo 

justifican. La mera alegación sobre la improcedencia de las 

compensaciones concedidas, es insuficiente para modificarlas. Los 

foros apelativos, solo revisarán las compensaciones concedidas por el 

TPI, si se acredita que la cuantificación de los daños es irrazonable. 

Albino v. Ángel Martínez, Inc., 171 DPR 457, 486-487 (2007). El derecho 

a ser compensado no puede ser derrotado meramente, porque el 
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cómputo realizado puede resultar un tanto especulativo. Lo importante 

es que la compensación concedida esté basada en la prueba y que 

mantenga el sentido remediador que persigue el ordenamiento. Rivera 

v. Tiendas Pitusa, Inc., supra. La tarea de valorar los daños debe residir, 

dentro de lo posible, en el juicio del juzgador de los hechos, enmarcado 

dentro de un análisis de razonabilidad. Meléndez Vega v. El Vocero de 

PR, supra, pág. 204. De no existir algún error manifiesto, parcialidad o 

prejuicio en tal apreciación, no corresponde nuestra intervención. Íd. 

III 
 

Los errores señalados serán discutidos conjuntamente, porque 

todos atacan la apreciación de la prueba realizada por el foro primario. 

La apelante alega que la apelada no probó su negligencia, ni la 

existencia de una relación causal entre su conducta y los daños 

alegados. 

Nuestro análisis de la transcripción de la prueba y de la evidencia 

documental que forma parte de este expediente, nos convence de que 

el TPI actuó correctamente al declarar CON LUGAR la demanda. La 

apelada presentó prueba suficiente para establecer la responsabilidad 

de la apelante. 

La prueba presentada por la parte apelante cumple con los 

requisitos necesarios para que prospere una reclamación al amparo de 

los Artículos 1802 y 1803, supra. La evidencia ofrecida por la apelada, 

logró establecer que la apelante fue negligente y que su negligencia fue 

la causa de los daños alegados en la demanda. 

La apelada probó la negligencia de la apelante, mediante el 

testimonio de la menor N.L.F. sobre cómo ocurrieron los hechos. La 

menor declaró lo siguiente. Luego del almuerzo, fue al patio a jugar en 

las chorreras. Allí había como quince amiguitos. Ella subió a la 

chorrera por las escaleras. Como había un bonche, esperó su turno 

para tirarse. Cuando se sentó para tirarse, Jean Carlos se tiró y sin 

querer la empujó con el codo izquierdo. Ella cayó al cemento y comenzó 
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a l1orar, porque se dio en el codo. Los nenes la llevaron al salón, le 

pusieron una bolsa de hielo, pero no recuerda quién. La maestra 

Mariana la acostó a dormir, pero el dolor no la dejaba quedarse 

dormida. Luego llamaron a su mamá. Páginas 41-44 de la 

Transcripción de la Prueba. 

Durante el contrainterrogatorio dijo que, la maestra no presenció 

su caída y que nadie se quedaba con los estudiantes en la hora del 

almuerzo. A la pregunta de si la maestra Kathiria estaba presente 

cuando se cayó, contestó categóricamente que NO. Página 48 de la 

Transcripción de la prueba. 

La apelante confrontó a la menor con una declaración previa. Sin 

embargo, el propio abogado de la apelante, señaló que en esa 

declaración la menor declaró lo mismo que en el juicio “que estaban 

jugando solos”. El abogado de la apelante intentó minar su credibilidad 

sin éxito, con una declaración previa en la que la expresó lo siguiente: 

“[e]stábamos todos juntos para tirarnos de la chorrera y él estaba 

hablando y yo le pasé por el lado para tirarme y cuando él se voltea 

para poder tirarse me caigo por el otro lado”. No obstante, el hecho de 

que pasara por el lado para tirarse, no exime a la apelante de su 

responsabilidad de supervisar y vigilar a los menores bajo su custodia. 

Páginas 48-50 de la Transcripción de la prueba. 

La madre de NLF corroboró su testimonio. La señora Figueroa 

declaró que el día de los hechos sucedió lo siguiente. La maestra la 

llamó a las dos y dos de la tarde para decirle que la nena sufrió un 

percance mientras jugaba en el patio. La señora Quiñones le dijo que 

la nena se lastimó el codo, tenía un golpecito y no paraba de llorar. Ella 

le contestó que iba para el colegio, porque su hija no era de estar 

llorando y si el golpe era leve no tenía por qué seguir llorando. Cuando 

llegó fue a la oficina, la recibió la directora. Allí, también estaba la 

ayudante. Ella preguntó qué pasó con la nena. La ayudante le contó 

que los nenes estaban jugando en el recreo y NLF sufrió un percance 
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en la chorrera. Además, le dijo que se pilló el codo con el borde de la 

chorrera y su cuerpo. No obstante, la directora le admitió que el 

incidente fue provocado por otro menor que se tiró por la chorrera y le 

dijo que iba a hablar con la madre. Páginas 52-53 y 55-57 de la 

Transcripción de la prueba. 

La señora Figueroa declaró que le preguntó a NLF, si se pilló el 

codo con la chorrera y su cuerpo, o qué pasó. La testigo explicó que su 

hija le contó lo siguiente. Todos los niños estaban juntos y listos para 

tirarse en bonche por la chorrera. Jean Carlo se coló y se zumbó por la 

chorrera y la empujó con su cuerpo. Ella se salió por el borde de la 

chorrera y cayó abajo. Cuando cayó se dio en el codo con el cemento 

duro y no con ningún borde de la chorrera, ni con su cuerpo como 

dijeron en el colegio. La madre fue enfática en que la menor le dijo que, 

estaban solos y que fueron los demás niños los que la llevaron hacia 

adentro. Luego le pusieron hielo y la acostaron a tomar la siesta, pero 

tuvieron que llamarla, porque siguió llorando. La testigo, declaró que la 

maestra, le confirmó la versión de su hija, porque le dijo que: 1) la niña 

no se pilló el brazo con el borde de la chorrera, 2) fueron los demás 

niños los que la levantaron del piso y la llevaron al salón, y 3) fue Jean 

Carlo quien la tumbó. Durante el contrainterrogatorio, enfatizó que su 

hija, siempre le dio la misma versión. Además, dijo que le creyó a la 

maestra, porque era la persona a la que confiaba su hija. Páginas 88-

95 y 99-105 de la Transcripción de la prueba. 

El TPI no dio credibilidad a la versión de la ayudante Kathiria 

Arvelo Rosa, debido a sus contradicciones y admisiones. La testigo dijo 

que el día de los hechos ocurrió lo siguiente. Ella le dio el almuerzo a 

un grupo de diez a catorce niños de pre-kínder, al que pertenecía NLF. 

Cuando los niños terminaban de almorzar, recogía el área y los pasaba 

al área de juego en el patio. La señora Arvelo declaró que vio a NLF 

subir a la chorrera y tirarse y a Jean Carlo salir corriendo e impactarla. 

Ella se ubicó a unos seis a siete pies de distancia de Jean Carlo. Aunque 
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vio a NLF subir y caer, no pudo evitarlo, porque todo ocurrió muy 

rápido. Luego del accidente, levantó a los dos niños, los llevó al salón y 

le pusieron hielo a NLF. Cuando la maestra llegó del almuerzo le 

comunicó el incidente. La testigo también declaró que atendía ese grupo 

en la hora del almuerzo, desde el mes de agosto y no habían ocurrido 

incidentes previos con Jean Carlo. Páginas 47, 49, 51-55, 59-61 y 96 

de la Transcripción. 

Durante el contrainterrogatorio, Arvelo admitió que nunca cogió 

cursos para ser ayudante de maestra y aun así la apelante la empleó 

en ese puesto. La señora Arvelo declaró que al momento de los hechos 

estaba encargada de un grupo de diez a catorce niños, a los cuales 

atendía durante el almuerzo y recreo. La testigo negó que Jean Carlo 

fuera problemático, pero lo describió como un niño activo que siempre 

estaba jugando, hablaba más que otros niños y se paraba, sentaba y 

movía más de lo normal. Además, reconoció que todo el mundo 

incluyendo a la directora, sabían que Jean Carlo era un niño activo. 

Páginas 69-72 y 77-79 de la Transcripción. 

Según la señora Arvelo, para ir al área de recreo, desde el 

merendero, no hay que abrir una puerta. La testigo dijo que desde el 

merendero podía ver el área de recreo. Sin embargo, no precisó a 

cuántos pies de distancias estaban ambas áreas y admitió que nadie la 

ayudaba a darle comida a los niños y no podía verlos a todos mientras 

jugaban. La testigo aceptó que no vigiló a Jean Carlo todo el tiempo y 

que no pedía asistencia, cuando perdía de vista a los niños. Como 

tampoco pidió asistencia, a pesar de que sabía que Jean Carlo era un 

niño activo. Página 89, 95, 100-101, 104-105 y 132 de la Transcripción. 

Por otro lado, Arvelo admitió que era la persona que tenía el 

control de los niños y no tomó medidas provisorias para que Jean Carlo 

no saliera corriendo y empujara a la NLF. Igualmente aceptó que el 

protocolo del colegio establece que, cuando un menor se cae, no puede 

moverse, ni incorporarse, si se sospecha que tiene una fractura. 
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Finalmente admitió que en los adiestramientos nunca le explicaron, 

cuántos maestros tenían que haber por niños. Páginas 106, 108, 128 y 

140 de la Transcripción. 

El testimonio de la maestra Mariana Quiñones no aportó prueba 

sobre cómo ocurrió la caída, ya que no presenció los hechos. La testigo 

no estaba en el colegio, porque esa era su hora de almuerzo. La señora 

Quiñones fue clara en que desconocía cómo ocurrieron los hechos, pero 

Kathiria le contó lo que pasó tan pronto llegó al colegio. La maestra 

declaró que Kathiria le dijo que Jean Carlo estaba corriendo, chocó con 

NLF, se cayeron de la chorrera y la nena solo tenía en el brazo “la marca 

rojita del roce de la chorrera”. Páginas10-13, 15-16 y 19 de la 

Transcripción. 

La señora Quiñones declaró que le puso hielo a NLF en el brazo, 

pero negó que la hubiese acostado. La testigo dijo que llamó a la madre 

a las once y cuarenta y cinco de la mañana, por instrucciones de la 

directora y le informó que un niño empujó a NLF y tenía una marquita 

roja. Además, le dijo que le puso hielo, se tranquilizó, pero luego 

continuó llorando. La maestra confirmó que todo el mundo sabía que 

Jean Carlo era un niño activo y aceptó que los niños no podían verse, 

si estaban por atrás de la chorrera. Su testimonio corroboró que, la 

asistente era la única persona encargada de los niños durante la hora 

del almuerzo. Páginas 19-20, 22, 24, 36, 39, 40 y 46 de la 

Transcripción. 

La Directora Escolar, Sandra Zavala, tampoco presenció la caída. 

Su testimonio reafirma que cuando un estudiante se cae, no puede 

levantarse ni movilizarse, si se sospecha que tiene una fractura y 

tampoco se acuesta a dormir. La directora admitió que se comunicó 

con la madre de Jean Carlo, porque el menor tuvo problemas con todos 

los estudiantes. No obstante, en el juicio dijo que no quiso decir que el 

niño tenía problemas. La testigo igualmente, admitió que escuchó a 

Kathiria declarar que no tomó las precauciones debidas, para evitar 
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que Jean Carlo saliera corriendo a la chorrera. Por último, reconoció 

que en las chorreras hay lugares en los que la visibilidad es difícil. 

Páginas 51-52, 55-57 y 67 de la Transcripción de la Vista de 28 de abril 

de 2016. 

La prueba y los testimonios examinados en la Transcripción de 

la Prueba, nos convencen que la apelante fue negligente en su deber de 

supervisar y vigilar y que esa negligencia fue la causa adecuada del 

accidente por el que la apelada solicitó una indemnización. 

La apelante incumplió con el estándar de cuidado riguroso que 

se exige a las instituciones de educación preescolar, para garantizar la 

seguridad de los niños de tan tierna edad. El colegio fue negligente y no 

actuó de forma prudente y razonable, al delegar a una sola persona la 

responsabilidad de cuidar y atender a un grupo de niños de edad 

preescolar, durante su hora de almuerzo y recreación. La propia señora 

Alvelo admitió que al momento de los hechos tenía bajo su cuidado 

exclusivo de diez a catorce niños del grupo de pre-kinder. El testimonio 

de la maestra Quiñones corroboró, que la asistente era la única persona 

encargada de los niños durante la hora del almuerzo. 

A nuestro juicio era completamente previsible que niños de tan 

corta edad, pudieran sufrir caídas o accidentes, mientras corrían y 

jugaban en el patio y se tiraban por las chorreras. Sin embargo, la 

apelante no actuó como un buen padre de familia, y no anticipó, las 

consecuencias que una persona prudente y razonable debió anticipar 

ante tales circunstancias. 

Las señoras Arvelo, Quiñones y Zabala admitieron que sabían 

que el menor que empujó a NLF en la escalera era un niño con mucha 

energía. La señora Arvelo lo describió como un niño que siempre estaba 

jugando y se paraba y hablaba más de lo normal. La señora Zabala fue 

confrontada con una declaración previa, en la que reconoció que tuvo 

que hablar con la madre de Jean Carlos, porque tenía problemas con 

todos los estudiantes. Aun así, la apelante no tomó medidas de 
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supervisión preventivas para evitar futuros incidentes. La propia 

señora Arvelo admitió que no tomó medidas preventivas para evitar que 

Jean Carlo saliera corriendo hacia el área de las chorreras. La asistente 

de maestra, la maestra y la directora escolar, también admitieron que 

no era posible ver a todos los niños mientras jugaban en el área de las 

chorreras. No obstante, la apelante delegó el cuidado de los niños a una 

sola persona. 

La versión de los hechos de la apelante, que al TPI no le mereció 

credibilidad encuentra base en la prueba. El Colegio no tuvo éxito al 

intentar establecer que la señora Arvelo estaba vigilando a los niños, 

vio cuando ocurrió el accidente, pero no pudo evitarlo. El foro 

sentenciador que vio y escuchó a los testigos declarar concluyó que la 

señora Arvelo no estaba presente cuando ocurrió la caída. Luego de 

analizar la transcripción de los testimonios, no encontramos razón 

alguna para concluir que esa determinación es errada. El testimonio de 

Arvelo, crea serias dudas, sobre si realmente presenció el accidente, 

debido a que estaba sola dándole el almuerzo a los niños, recogiendo 

esa área y supervisándolos en el área de juego. La señora Arvelo no 

pudo precisar la distancia en que se encontraban ambas áreas y 

reconoció que no era posible ver a todos los niños mientras estaban 

jugando. 

Por el contrario, la versión e NLF, nos merece credibilidad, al 

igual que al TPI, que fue el foro que analizó su “demeanor” y vio las 

fotos de donde ocurrieron los hechos. La menor negó que la maestra 

Kathiria estuviera presente cuando sufrió la caída y dijo que fueron los 

otros niños los que la levantaron y la llevaron al salón de clases. La 

señora Figueroa declaró que su hija, siempre le dio la misma versión. 

Además de que la maestra, también le dijo que fueron los otros niños 

los que la llevaron al salón y que fue otro niño el que la empujó. El TPI 

dio plena credibilidad a los testimonios de NLF y su madre. La apelante 

no logró persuadir al juzgador de su teoría de cómo ocurrieron los 
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hechos. Tampoco nos ha provisto las fotos del lugar donde ocurrieron 

los hechos. 

Otras contradicciones que minan la credibilidad de la apelante 

son las siguientes. Nos parece increíble que la menor haya sufrido una 

fractura y que solo tuviera una marquita roja como declararon las 

señoras Arvelo y Quiñones. Sus testimonios no son cónsonos con las 

declaraciones de la señora Figueroa de cómo su hija tenía el brazo, 

cuando la buscó en el colegio. La madre declaró que encontró a su hija 

con el brazo deforme, e hinchado desde el codo hasta el hombro. La 

versión de las testigos de la apelante es inconsistente con la fractura 

que sufrió la menor y que requirió una operación. Tampoco creemos 

que la fractura fuera ocasionada al pillarse el brazo con el borde de la 

chorrera y su cuerpo. Por el contrario, si es compatible con un golpe 

con el cemento. Esta es la versión que dio NLF, que corroboró su madre 

y no fue controvertida por la apelante. 

Los apelados demostraron los daños sufridos como consecuencia 

del accidente de su hija y ocasionados por la apelante. 

La madre Omayra Figueroa declaró que encontró a su hija con el 

brazo hinchado desde el codo hasta el hombro y deforme. La niña 

estuvo todo el tiempo llorando, mientras esperaban que fuera atendida 

en el Hospital de Carolina. La señora Figueroa dijo que estaba 

atemorizada, porque la nena lloraba todo el tiempo y estaba sufriendo. 

Además, ella no sabía qué iban a decirle, ni que iba a pasar. Cuando el 

médico le dijo que tenía una fractura bien fea y necesitaba ser operada, 

comenzó a llorar, porque su hija es un pedacito de ella y lo que le pase 

también le duele. Páginas 57-60 de la Transcripción. 

La señora Figueroa dijo que vivió momentos de ansiedad 

mientras esperaba que su hija fuera atendida en Centro Médico y verla 

quejarse de dolor. Además, se asombró, cuando el médico le dijo que le 

iba a poner unos clavos con un taladro para fijarle los huesos. La noche 

la pasó en el hospital con su hija que fue operada al día siguiente. 
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Durante la operación, esperó en el pasillo todo el día y se quedó sola, 

porque su esposo fue a buscar unas cosas. Luego de la operación 

permanecieron otra noche en el hospital. El médico le dijo que la niña 

no podía regresar a la escuela y que tenía que quedarse con ella en la 

casa. Páginas 63-64, 76 y 86 de la Transcripción. 

 La apelada expresó que se siente intranquila cuando la nena 

juega afuera con otros niños. Todo el tiempo piensa que se va a caer, 

romper un hueso o a rajar la cabeza. La señora Figueroa manifestó que 

fue a la psicóloga, debido a la ansiedad y angustia que le ocasionaba 

pensar que iba a pasar con su hija. No obstante, reconoció que no 

consideraba que estuviera gravísima emocionalmente. Páginas 96-97 

de la Transcripción. 

 Por su parte, el padre declaró que su esposa lo llamó nerviosa al 

trabajo, para decirle que la nena había sufrido un accidente en el 

colegio. Luego lo llamó para decirle que tenía el brazo hinchado, que 

estaba feíto y él le dijo que la llevara al hospital. Posteriormente, 

acompañó a su esposa a Centro Médico donde estuvieron toda la noche 

esperando que el médico los atendiera. El señor Laureano describió a 

su hija como asustada, afligida y con dolor. Además, dijo que él y su 

esposa se desesperaron un poquito, debido a que la operación se 

prolongó más tiempo del que le dijeron. Luego tuvieron que esperar un 

poquito más, a lo que su hija salía del efecto de la anestesia y solo 

pudieron verla brevemente. El padre declaró que la nena le enseñó el 

yeso y el suero y se sentía un poquito incómoda porque no conocía a 

nadie. Págs. 4-6, 9, 11, 16-19 de la Transcripción. 

El señor Laureano se expresó decepcionado, porque cuando uno 

lleva un hijo a un cuido espera que esté seguro y en constante 

supervisión. Además, dijo que se sentía mal, porque la nena no podía 

correr, ni hacer otras cosas. El doctor le explicó que, si se daba otro 

golpe, se podía poner un “poquito mucho más peor” y perder hasta el 

crecimiento de la mano. El padre declaró que se ponía nervioso cuando 
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su hija jugaba con otros niños, no la dejaba correr bicicleta y le cerraba 

las puertas, en todo a lo que tenía que ver con actividades. Laureano 

también declaró que le dijo a la psicóloga que se sentía inseguro, 

cuando su hija no estaba bajo su supervisión. No obstante, confiaba en 

Dios y sabía que la nena iba a estar muy bien bajo su supervisión, pero 

no la dejaban bajo la supervisión de otras personas. Páginas 22-25 de 

la Transcripción de la Prueba. 

El testimonio de la psicóloga clínica, Lilibeth González Viera, 

confirmó las declaraciones de los apelados sobre los daños sufridos por 

el accidente de su hija. La testigo hizo una evaluación socioemocional 

sobre ambos padres, en la que consideró sus estados de ánimos y 

niveles de ansiedad y desesperanza. Además, buscó información de su 

historial personal, ambiente familiar y de los sucesos ocurridos, 

especialmente los traídos a su atención. Páginas 23-24 de la 

Transcripción de la Prueba. 

La señora González dijo que la madre presentaba una 

sintomatología ansioangénica en la clasificación de leve a moderada. La 

testigo explicó que la madre lloraba por el recuerdo del suceso, estaba 

muy consternada y en un estado de hipervigilancia constante. Ella 

entendía que algo negativo iba a ocurrirle a su hija si no estaba bajo su 

control. La testigo opinó que es normal que las personas se mantengan 

en un estado de hipervigilancia y más aún cuando se producen eventos 

que le recuerdan lo ocurrido. Páginas 30 y 38 de la Transcripción. 

La psicóloga clínica declaró que el padre demostró un nivel leve 

de desesperanza y preocupación por el futuro de su hija y por lo que 

podía ocurrirle, si se quedaba sola en un espacio abierto. No obstante, 

se mantenía arraigado a su fe y a que todo podía mejorar. La testigo 

opinó que el señor Laureano tenía un trastorno de ansiedad no 

especificada. La señora González relacionó el trastorno al trauma 

psicológico ocasionado por el accidente de su hija. Según la psicóloga, 

ese accidente le causó a ambos padres un gran dolor, angustia y mucha 
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preocupación por el futuro de su hija. González explicó que el trastorno 

de ansiedad es precisamente una preocupación excesiva hacia el 

futuro. Páginas 31-33 de la Transcripción. 

Durante el contrainterrogatorio, la psicóloga reconoció que no 

escribió en su informe que la madre lloraba excesivamente, a pesar de 

que era importante. No obstante, lo atribuyó a un olvido. Además, 

admitió que tampoco incluyó las recomendaciones que hizo a los 

apelados de tratamiento psicológico y trabajo con la dinámica familiar. 

Por último, se reafirmó en que los padres mantenían un estado de 

hipervigilancia ante la posibilidad de que su hija pudiese estar en un 

sitio abierto con otros niños. Páginas 35-36, 39 y 43 de la 

Transcripción. 

La apelada también probó los daños sufridos por la menor. NLF 

declaró que sintió mucho dolor y tristeza y no se podía quedar dormida 

por el dolor. Páginas 44-45 de la Transcripción. Las partes estipularon 

que la menor fue operada el 4 de mayo de 2013 en el Hospital Pediátrico 

Universitario, le colocaron dos tornillos en el codo para mantener el 

codo en su lugar. No obstante, no fue hasta el 3 de junio de 2013, 

aproximadamente un mes después, que le retiraron el vendaje, el 

inmovilizador del yeso y los tornillos. 

La Dra. Priscilla Mieses Llavat es especialista en medicina física 

y rehabilitación, fracturas, huesos y medicina deportiva. Esta testigo 

declaró que evaluó la menor y encontró que sufrió una fractura 

supracondilar en el hueso de humero. La doctora explicó que ese es el 

hueso que va desde el hombro hasta el codo y la fractura era por encima 

del codito. Mieses dijo que en ese tipo de fracturas hay que cerciorarse 

que no existe daño neurológico, porque está cerca el nervio radial. 

Además, hay que asegurase que no hay daño en el sistema vascular, 

debido a que también pasa la arteria braquial. La especialista declaró 

que, en esos casos se verifica, cuánto desplazamiento existe, para 

determinar si es necesario operar. La doctora explicó que en la 
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operación, se hace una reducción, se pone el hueso en su sitio y unos 

clavos para sujetar la fractura. Así queda alineada en la posición 

correcta y crea un callo para evitar complicaciones. Páginas 9 y 14-16 

de la Transcripción. 

La doctora Mieses describió el proceso como doloroso, debido a 

que al paciente se le ponen unos clavos, por el tiempo que determine el 

ortopeda. Como la operación es dolorosa, siempre hay que sedar y 

medicar al paciente para el dolor. La testigo explicó que NLF tuvo que 

tomar Tylenol con codeína para el dolor y antibióticos para evitar una 

infección. Según la doctora, la intensidad del dolor en estos casos, si se 

mide de uno a diez, es diez. Páginas 17-18 y 25 de la Transcripción. 

Mieses encontró que la menor tenía el arco de movimiento 

completo en flexión. Según sus hallazgos, tiene un hiperextensión, lo 

que significa que el codito está cinco grados más estirado de lo normal. 

La doctora explicó que cuando estira el codo, en vez de estar en un 

plano derecho, tiene un poquito de hiperextensión. Según la testigo, la 

curvatura existente ocasiona que tenga un poco más de movimiento del 

normal. La especialista dijo que todas las fracturas a largo plazo 

pueden tener complicaciones y una de las más comunes es la artritis 

postraumática. No obstante, encontró que la menor tiene una fuerza 

muscular buena, pero debe tomar precauciones para no refracturarse. 

Por eso, tiene que evitar deportes de contacto, donde pueda lastimarse 

y no debe hacer fuerzas extremas, ni cargar cosas extremas. Mieses 

opinó que, según las Guías de la American Medical Association, Sexta 

Edición, NLF tiene una incapacidad de un dos por ciento. Por último, 

la testigo dijo que la menor también tenía unas pequeñas cicatrices. 

Páginas 21-24 de la Transcripción. 

Durante el contrainterrogatorio, la doctora Mieses reiteró que 

muchas fracturas desarrollan artritis postraumática. La testigo declaró 

que los padres le dijeron que su hija llevaba una vida normal. Sin 

embargo, tenía problemas cuando utilizaba o ponía mucha fuerza en la 
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extremidad en la que sufrió el golpe. A la pregunta de si se usa mucha 

fuerza con la mano no dominante, contestó que se sorprenderían lo 

mucho que se utiliza la mano no dominante. Página 42 de la 

Transcripción. 

Unos hechos similares, aunque no idénticos al que nos compete 

analizar, ocurrieron en Merced v. Gob. De la Capital, 85 DPR 552 (1962). 

Allí un menor perdió un brazo como consecuencia de una caída 

mientras jugaba en la chorrera de un parque. El Tribunal Supremo 

concedió al menor $24,000.00 por daños y perjuicios y sufrimientos 

físicos y angustias mentales. El tribunal entendió que esa cantidad era 

justa y razonable, debido a que el menor padeció la amputación del 

brazo y usara uno artificial durante toda su vida. No obstante, redujo 

la indemnización a los padres a $3,000.00. 

Para actualizar las cantidades concedidas, debemos hacer el 

ejercicio siguiente. El primer paso es identificar el índice del valor del 

dólar para la fecha en que se dictó la sentencia, que en este caso fue el 

año 1962. El índice se obtiene dividiendo 100 entre 21.95 que es índice 

de precios al consumidor del año 1962. Esta división nos da la cantidad 

4.56. Ahora debemos multiplicar 4.56 por la indemnización concedida, 

que en este caso fueron $24,000.00. La cantidad obtenida de esa 

multiplicación es el ajuste por inflación que en este caso es 

$109.440.00 

El segundo paso es dividir los $109,440.00 entre el valor 

adquisitivo del dólar para el 2016, que es el año en que se dictó la 

sentencia que revisamos, que en este es .86. La cifra obtenida es 

$127,255.81, que es la compensación en daños actualizada. 

A ambos padres del menor, se le concedieron $3,000. El valor 

actualizado de esa cantidad es $15,906.98. 

Luego de analizar la prueba con la cantidad actualizada 

concedida por el Tribunal Supremo en casos similares, resolvemos que 

el TPI hizo una valorización justa y razonable de los daños de la menor 
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y su padre. No obstante, entendemos que la cantidad concedida a la 

madre es excesiva. El apelante solo hizo meras alegaciones sobre la 

desproporcionalidad de la cuantía otorgada a la madre sin incluir 

precedentes que sustenten su posición. Sin embargo, este tribunal 

tiene la facultad inherente de considerar y resolver errores patentes que 

surjan de un recurso aunque estos no hayan sido planteados. E.L.A. v. 

Northwestern Selecta, 185 DPR 40, 55 (2012); S.L.G. Flores, 173 DPR 

843, 851 (2008). 

La compensación actualizada adjudicada por los sufrimientos 

físicos y angustias mentales a un menor que perdió su brazo es de 

$127,255.81. Aquí a NLF el TPI le concedió una indemnización de 

$40,000.00 por daños físicos y $10,000.00 por sufrimientos y 

angustias mentales. A nuestro juicio, los daños concedidos no son 

desproporcionales. La cantidad concedida es $77,255.81, menos de la 

compensación actualizada adjudicada a un menor por la pérdida de un 

brazo. 

Además, encontramos que la compensación es razonable, porque 

es cónsona con los daños probados. La demandante es una niña que, 

desde los cuatro años, no ha podido realizar actividades propias de la 

niñez, para evitar sufrir otra fractura que agrave su condición. La 

menor sufre de hiperextensión en el codo. La doctora Mieses declaró 

que esa condición le ocasionó un dos por ciento de incapacidad, la hace 

propensa a sufrir artritis pos traumática, debe evitar actividades como 

deportes de contacto y no puede fuerzas extremas. 

La menor con apenas cuatro o cinco años, sufrió las molestias y 

el dolor físico que le ocasionó la fractura, tuvo que ser operada y 

permanecer aproximadamente un mes con un yeso y dos tornillos en el 

brazo. La doctora Mieses declaró que, si medimos la intensidad del 

dolor de uno a diez, en esos casos es diez. 

No obstante, entendemos que la indemnización de $20,000.00 

concedida a la madre por sus sufrimientos y angustias mentales es 
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excesiva y desproporcional, al compararla con la compensación 

actualizada de $15,906.00 concedida a los padres de un menor que 

perdió su brazo. La prueba desfilada demostró que la madre sufrió la 

angustia y desesperación de encontrar a su hija de edad preescolar con 

el brazo deforme e hinchado desde el codo hasta el hombro; la vio y 

escuchó llorar de dolor; se enfrentó a que su hija tenía que ser 

intervenida quirúrgicamente; sufrió angustia mientras su hija era 

operada; y pasó dos noches en el hospital acompañando a la menor. La 

madre tuvo que buscar ayuda psicológica para lidiar con la ansiedad y 

angustia que le ocasionaba pensar qué iba a pasar con su hija. La 

psicóloga clínica, Lilibeth González, confirmó que la madre presentaba 

una sintomatología ansiogénica de leve a moderada; lloraba por el 

recuerdo del suceso; y estaba consternada y en un estado de super 

vigilancia constante, porque pensaba que algo malo podía sucederle a 

su hija. No obstante, la señora Figueroa reconoció que no estaba 

gravísima emocionalmente. 

Conforme a esa prueba, estimamos que $10,000 es una cantidad 

justa y razonable por los daños probados por la señora Figueroa. 

Por último, entendemos que no debemos intervenir con la cuantía 

de $5,000.00 concedida al padre por los sufrimientos y angustias 

mentales que le ocasionó el accidente de su hija. La prueba desfilada 

demostró que el señor Laureano sufrió al ver a su hija asustada, afligida 

y con dolor; se sintió desesperado porque la operación tardó más tiempo 

del que le informaron; se sentía mal porque su hija no podía correr y 

hacer otras actividades; y se ponía nervioso cuando jugaba con otros 

niños. La psicóloga declaró que el padre sufría un trastorno de ansiedad 

no especificada relacionado al accidente de su hija. No obstante, según 

la psicóloga, el padre demostró un nivel leve de desesperanza y 

preocupación por el futuro de su hija. 
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IV 

Por los fundamentos esbozados, se modifica la sentencia apelada, 

únicamente para reducir la indemnización concedida a la señora 

Omayra Figueroa a la cantidad de $10,000.00. El resto de la sentencia 

se confirma y queda en pleno vigor. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

La Juez Gómez Córdova concurre en parte y disiente en parte con 

opinión escrita. El Juez Bonilla Ortiz concurre sin opinión escrita. 

 
 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones
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VOTO CONCURRENTE EN PARTE Y DISIDENTE EN PARTE 
 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 10 de julio de 2017. 

Concurro en cuanto a la disposición final del caso por estar de 

acuerdo en que procedía la demanda al comprobarse, mediante 

preponderancia de la prueba, que la causa adecuada del accidente fue 

la negligencia de la parte apelante en su deber de supervisión.   

Sin embargo, no estoy de acuerdo con la modificación realizada a 

la indemnización concedida a la madre codemandante, por razón de que 

la parte apelante no levantó ese error en su alegato.  Adicionalmente, 

puras alegaciones en torno a este tema en la parte dispuesta para la 

argumentación, sin siquiera solicitar en la súplica de su recurso una 

modificación de la indemnización, no cumplen con las disposiciones 

reglamentarias que exigen un señalamiento y discusión de los errores 

planteados con citas de ley y jurisprudencia aplicables. Regla 16 C 1 (e) 

(f) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones. Por tanto, no modificaría 
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la indemnización y, en su lugar, confirmaría en su totalidad la sentencia 

dictada. 

 
 
 

María del Carmen Gómez Córdova 
Juez del Tribunal de Apelaciones 

 


